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Acta No. 483 de septiembre 21 de 2009
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por María Elena Uribe García, quien actúa en representación de su hijo Cristian David Jiménez Uribe, contra el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, a la que se dispuso vincular a Gilberto Jiménez Mejía.
  



ANTECEDENTES

La señora Uribe García reclama la protección de los derechos previstos en los artículos 44 y 45 de la Constitución nacional, de los que es titular su hijo Cristian David, vulnerados, en su sentir, por el Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad, al no ordenarle al señor Gilberto Jiménez Mejía el pago de las cuotas alimentarias que debe a su hijo sin necesidad de que tenga que promover una nueva demanda. 

Explicó en su escrito que se divorció de su cónyuge y que en la sentencia dictada por el Juzgado accionado se le impuso a este el pago de una cuota alimentaria con sus respectivos incrementos; que a raíz de su incumplimiento, promovió la demanda ejecutiva respectiva y se hizo efectivo el pago, pero a partir del mes de marzo del año que avanza volvió a atrasarse en el pago, así que le solicitó al juzgado que procediera al embargo del salario, pero lo que se le informó es que el proceso ya estaba archivado y debía presentar una nueva demanda, lo que no considera justo, entre otras cosas porque tendría que pagarle a otro abogado para ese fin.  

Pidió, en consecuencia, que se le ordene al juzgado que proceda a ordenarle al deudor el pago de las mesadas desde el mes de marzo con sus respectivos reajustes. 
Se dispuso el trámite correspondiente con la vinculación del señor Jiménez Mejía a quien se le envió la comunicación respectiva a la única dirección conocida en el expediente.  En el término concedido para pronunciarse, la titular del Juzgado lo hizo y refirió que contra el señor Jiménez Mejía se adelantó proceso ejecutivo por alimentos que terminó por pago total de la obligación y se dispuso su archivo desde el mes de diciembre de 2005; que ante la petición elevada por la demandante en el mes de agosto del presente año, se le respondió que debía acudir a un nuevo proceso de ejecución para el cobro de las cuotas que actualmente debe el demandado; explicó, además, que a pesar de la redacción del artículo 129 de la Ley 1098 de 2006, la competencia del juez para decretar medidas cautelares sólo está dada cuando se informe que el alimentante viene incumpliendo en el pago, para asegurar alimentos venideros, pero no cuotas atrasadas, las que deben ser precisadas por el ejecutante, porque no le incumbe al juez realizar operaciones aritméticas para establecer el monto de la obligación; agregó que si bien en los procesos ejecutivos se ordena el pago de las cuotas que se lleguen a causar hacia el futuro, cuando el ejecutado cumple con la totalidad de la obligación, es del caso ponerle fin al proceso, sin que sea posible revivir las medidas cautelares que antes se habían decretado, como pretende la accionante. 

Ahora es oportuno resolver, previas estas: 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Constitución Nacional, tiene como norte la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, cuando quiera que sean lesionados o amenazados por una autoridad o, en ciertos casos, por particulares, y ha sido desarrollada por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992. 

El primero de estos decretos permitía utilizar este medio para atacar providencias judiciales, lo que fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en su sentencia C-543; no obstante, por vía jurisprudencial se abrió paso dicha acción en los casos en los que los jueces incurrieran en lo que antes se denominaba una vía de hecho y que ahora se distingue como causales específicas de procedibilidad de la misma. Recientemente 
 se dijo que: 
“Además de acreditarse el cumplimiento de los requisitos de subsidiariedad e inmediatez, la Corte Constitucional ha establecido que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales supone que el problema jurídico presentado a consideración del juez de tutela resulte constitucionalmente relevante por comprometer derechos fundamentales de las partes en litigio, y que se configure una de las causales específicas de procedibilidad de la acción de tutela, que han sido objeto de amplio desarrollo por parte de la jurisprudencia constitucional y recogen la doctrina de los defectos judiciales, cuales son:

“a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales
 o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 
[e]. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

[f]. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

[g]. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado
. 

[h]. Violación directa de la Constitución”
.

De esta forma, para que proceda el amparo derivado del ejercicio de la acción de tutela, en los eventos en que el reproche del interesado recae sobre la actividad judicial, debe acreditarse que al interior del proceso el interesado agotó los recursos y facultades con que contaba, no obstante lo cual persiste la violación de sus derechos fundamentales, que la acción se formula dentro de un término prudente de manera que, de un lado se conserven los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica y, de otro, el despliegue del aparato judicial no resulte inocuo en la medida en que sea posible otorgar un amparo inmediato y eficaz frente a la amenaza o vulneración de derechos fundamentales, y que la actividad del juez se enmarca dentro de una de las causales específicas de procedibilidad previamente citadas.

A decir verdad, ninguna de estas situaciones se presenta aquí, porque de lo que se queja la accionante es de que el juzgado le respondió que para hacer valer el derecho de su joven hijo a las cuotas alimentarias en mora desde el mes de enero del presente año debe acudir a formular una nueva demanda ejecutiva. 
Y así tiene que ser si se tiene en cuenta que el proceso ejecutivo adelantado por ella misma se ajustó a las reglas previstas para ello, entre otras normas, por el artículo 152 del Decreto 2737 de 1989 (que mantuvo su vigencia en virtud de lo reglado por el artículo 217 de la Ley 1098 de 2006), disposición que establece que “La demanda ejecutiva de alimentos provisionales y definitivos se adelantará sobre el mismo expediente, en cuaderno separado, por el trámite ejecutivo de mínima cuantía, en el cual no se admitirá otra excepción que la de pago”.
Dentro de ese proceso, el demandado acreditó el pago de las cuotas por las que había sido demandado, incluso, quedó un excedente a su favor y por ello, el juzgado, en aplicación del artículo 537 del C.P.C. lo dio por terminado, mediante auto del 15 de diciembre de 2005, providencia que quedó en firme y permitió el archivo del expediente, sin réplica alguna por parte de la accionante, según se desprende de la respuesta suministrada por el juzgado.
Quiere esto decir que la solicitud que elevó la señora Uribe García para que se reactivara ese proceso ejecutivo resultaba a todas luces improcedente, que fue lo que le respondió el juzgado en el auto del 13 de agosto pasado.

Pero allí mismo le hizo ver que la medida de embargo puede solicitarla dentro del proceso de divorcio que en ese despacho se tramitó, que es lo que en últimas procura ella que se haga para garantizar el derecho de su hijo. Es decir, que el despacho judicial le ofreció las alternativas propias para el caso; por un lado, instaurar una demanda ejecutiva para lo cual, contrario a lo que piensa la demandante, no requeriría la compañía de abogado, dado que se trataría de un asunto de mínima cuantía; y por el otro, que la medida cautelar requerida podría ser procedente en el proceso de divorcio.
De ahí que no se advierta en la decisión del juzgado la incursión de ninguna de las causales de procedibilidad de la acción de tutela, particularmente por un defecto fáctico, procedimental o sustantivo, que serían las que podrían llegar a estructurarse en este caso, porque su decisión no se torna caprichosa o arbitraria, no tergiversa el sentido de la ley, ni se aleja del cauce procesal propio de la ejecución por alimentos. 
En consecuencia, ningún derecho fundamental se le ha vulnerado al adolescente, porque a su alcance están las medidas para obtener la satisfacción de sus derechos como alimentario, de manera que la protección será negada.  
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA la acción de tutela propuesta por María Elena Uribe García, quien actúa en representación de su hijo Cristian David Jiménez Uribe, contra el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, a la que se dispuso vincular a Gilberto Jiménez Mejía.
Notifíquese esta decisión a las partes, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 
Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de que no sea impugnada. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Sentencia T-266/01


� Sentencia T-522/01


� Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01.


� Corte Constitucional, Sentencia C-590 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño.
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